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SECCIÓN CIVIL DEL TRIBUNAL DE INSTANCIA DE MADRID. PLAZA Nº 
89
Calle Rosario Pino 5 , Planta 9 - 28020
Tfno: 914437876
Fax: 914437870
SCT.instanc089@madrid.org

NIG: 
Procedimiento: Procedimiento Ordinario /2023
Materia: Obligaciones

Demandante: D./Dña. 
PROCURADOR D./Dña. 
Demandado: CP 
PROCURADOR D./Dña. MARIA ASUNCION SANCHEZ GONZALEZ

SENTENCIA  Nº  /2026

En  Madrid, 1 de junio de 2026, Alicia Visitación Martín, Magistrada Juez de la 

plaza nº 89, sección civil de los Tribunales de Instancia de Madrid, ha visto los 

presentes autos que se siguen en este Juzgado bajo el nº de procedimiento 

                , a instancias de , representada por procurador/a                          

y asistida de letrado/a                            frente a la Comunidad de Propietarios         

              Madrid,  representada por procurador/a Mª Asunción Sánchez 

González y asistida de letrado/a Luis Miguel Fernández Jiménez. 

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO-. Por turno de reparto correspondió a este Juzgado demanda de 

juicio ordinario presentada por  procurador/a referido/a en la representación 

referida, en la que tras exponer los hechos y fundamentos de derecho que 

creyó aplicables terminaba en el suplico solicitando se dictara sentencia, 

conforme a los pedimentos que se exponían y que se dan aquí por 

reproducidos. 

SEGUNDO-. Admitida a trámite la demanda se dio traslado a la demandada, 

quien contestó en tiempo y forma, formulando reconvención. De la 

reconvención se dio traslado a la parte demandante, que contestó en tiempo y 

forma. Citadas las partes para la celebración de la Audiencia Previa, esta se 
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celebró el día señalado. Posteriormente, se celebró juicio, en que se practicó la 

prueba propuesta y admitida consistente en documental, testifical y pericial con 

el resultado que obra en autos. 

Fallecida la demandante durante el procedimiento, se personó como 

heredero                                   , habiéndose acordado su sucesión procesal 

mediante decreto de 24 de abril de 2025. 

TERCERO-. En la tramitación del presente procedimiento se han observado las 

prescripciones legales.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO-. Pretensiones de las partes. 

Por la parte actora se ejercita acción interesando se declare la nulidad del 

acuerdo tercero de la Junta de propietarios de fecha de 16 de noviembre de 

2022 (“CONTINUACIÓN CON EL PUNTO 3 DE LA JUNTA DEL 03/10/2022: 

OBLIGACIÓN DE RETIRAR LOS AIRES   ACONDICIONADOS   EN 

CUBIERTA   COLOCANDO   LOS MISMOS EN FACHADA INTERIOR Y 

PATIOS. y se deje sin efecto el mismo permitiéndola conservar la instalación 

de aire acondicionado; la nulidad del acuerdo tercero de la Junta de fecha de 

22 de marzo de 2023 (“A  PETICIÓN  DE  LA PROPIETARIA DEL 4º5 

DERECHA: MODIFICACIÓN DEL PUNTO 3 DEL ACTA  DEL  16  DE 

NOVIEMBRE  DEL  2022), y se deje sin efecto el mismo permitiéndola 

conservar la instalación de aire acondicionado y el del punto primero de la junta 

de fecha de 10 de mayo de 2023  (“1.-PRESENTACIÓN DEL   PROYECTO DE 

EJECUCIÓN.   APROBACIÓN, DECISIONES A TOMAR  Y  SU 

FINANCIACIÓN”), dejando éste sin efecto.

Considera que estos acuerdos son contrarios a derecho y a la jurisprudencia 

existente respecto de la instalación de aire acondicionado. Narra cómo en el 

año 2008 fue permitida la instalación por la Comunidad no existiendo oposición 

desde entonces sino a partir de los acuerdos impugnados. 
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La parte demandada se opone alegando la excepción de caducidad, en cuanto 

al fondo, entiende que los acuerdos no son contrarios a ley o derecho, no 

infringen precepto legal alguno y no tienen por qué dejarse sin efecto, 

habiéndose acordado en Junta la realización de obras que requieren la retirada 

de aire acondicionado. 

Formula reconvención en que interesa se declare que la demandada ha 

modificado,  invadido  y  ocupado parte del  elemento  común  del  espacio 

bajo  cubierta  del  edificio sito  en                                    de Madrid, mediante  la 

instalación  de  un entramado de conductos y una máquina para dar servicio 

particular de aire   acondicionado a  su  vivienda, todo   ello   sin contar  con  

la autorización de la Comunidad de Propietarios. En consecuencia, por tal título, 

solicita se condene a la demandada a que, a su costa y cargo y en el plazo de 

un mes -o el que el propio Juzgado considere conveniente-proceda a  reponer  

a  su  estado  original  el espacio  bajocubierta  del  edificio,  con  la expresa  

advertencia  de  que transcurrido el plazo sin haberlo verificado 

oportunamente se mandará ejecutar a un tercero a su cargo y costa

La parte demandante, demandada reconvencional, se opone a la demanda 

reconvencional manifestando que contaba con la autorización de la Comunidad 

para la instalación del aire acondicionado bajo cubierta, que desde el año 2008 

se encuentra instalada cambiando de parecer la Comunidad en cuanto a la 

ocupación en el año 2022, que no es necesario retirar los conductos y máquina 

para la realización de las obras a que se refiere la Comunidad (que ha 

acordado acometer la Comunidad).

SEGUNDO-. Caducidad. 

En primer lugar, procede analizar la excepción de caducidad. 

La parte demandada considera que la acción se encuentra caducada conforme 

lo establecido en el art. 18 de la LP, al haber transcurrido más de tres meses. 

La parte demandante  considera que no se encuentra caducada al ser 

contrarios a la ley los acuerdos impugnados y estar sujeta la acción al plazo de 

caducidad de un año. 

En primer lugar, se hace preciso determinar si la acción ejercitada es 

impugnación de acuerdo por ser contrario a la ley o por otro motivo, siendo 

determinante ello a fin de fijar el plazo de caducidad, si tres meses o un año. 
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Como apunta el letrado de la parte demandada en su informe final (ya 

adelantado en su escrito de contestación) no se refiere por la parte actora qué 

precepto legal se infringe con la adopción de los acuerdos impugnados. 

En la demanda se habla de abuso de derecho, sin referir precepto legal 

infringido. Atendido ello, siendo que lo ejercitado es la impugnación de 

acuerdos adoptados por la Comunidad de Propietarios por abuso del derecho, 

el plazo de caducidad es de tres meses y se ha de apreciar la excepción de 

caducidad alegada. 

Recordar el tenor del art. 18 de la LPH: “1. Los acuerdos de la Junta de 

Propietarios serán impugnables ante los tribunales de conformidad con lo 

establecido en la legislación procesal general, en los siguientes supuestos:a) 

Cuando sean contrarios a la ley o a los estatutos de la comunidad de 

propietarios.b) Cuando resulten gravemente lesivos para los intereses de la 

propia comunidad en beneficio de uno o varios propietarios.c) Cuando 

supongan un grave perjuicio para algún propietario que no tenga obligación 

jurídica de soportarlo o se hayan adoptado con abuso de derecho”. 

El apartado 3 recoge la caducidad y distingue  los siguientes supuestos: a) en 

caso de que sean contrarios a la ley o a los Estatutos el plazo de caducidad 

será de un año. El resto de los supuestos b) y c) que son motivos para 

impugnar los acuerdos están sujetos al plazo de caducidad de tres meses. 

En el caso de retirada de aires acondicionados, supuesto como el que nos 

ocupa la SAP de Valencia de 5 de marzo de 2021 consideró como plazo de 

caducidad el de tres meses: “No se comparte la conclusión defendida por el 

recurrente en base al artículo 7 de la LPH. Pues si atendemos al contenido del acuerdo 

observamos que el mismo, lo que decidió la Junta de propietarios por mayoría fue la 

retirada de los aparatos de aire acondicionado.  Este acuerdo no es ni contrario a la 

Ley ni a los estatutos. No observa la Sala que este acuerdo infrinja ninguna norma 

imperativa, por cuanto: por un lado, no incide sobre ningún elemento privativo, y por 

consecuencia no limita derecho alguno de los propietarios sobre su piso o local ( 

artículo 7.1 LPH); y por otra parte, en tanto que se refiere a la terraza comunitaria, 

que es un elemento común, tampoco infringe ninguna norma imperativa, ya que lo que 

se acordó fue la retirada de los aparatos del aire acondicionados individuales 

colocados en un elemento común ( artículo 7.2 LPH).  Ello implica mantener que, el 



Sección Civil del Tribunal de Instancia de Madrid. Plaza nº 89 - Procedimiento Ordinario  5 de 14

plazo de caducidad para ejercicio de la acción impugnatoria, no sería la de un año sino 

de tres meses, como fijó la sentencia recurrida ( artículo 18 de la LPH)”,

Atendido ello, procede estimar la excepción de caducidad, si bien no para el 

ejercicio de la impugnación del acuerdo de Junta celebrada el día 10 de mayo 

de 2023, dado que se presenta la demanda 14 de julio de 2023. 

Se entrará a valorar únicamente la nulidad de dicho acuerdo. 

TERCERO-. Impugnación acuerdo de fecha de 10 de mayo de 2023. 

Valoración y decisión. 

Conforme el art. 18.1 c) de la LPH serán impugnables los acuerdos c) Cuando 

supongan un grave perjuicio para algún propietario que no tenga obligación 

jurídica de soportarlo o se hayan adoptado con abuso de derecho”. 

El acuerdo impugnado de fecha de 10 de mayo de 2023 es el relativo al 

proyecto de ejecución de obra de rehabilitación del edificio, aprobado. En el 

mismo el arquitecto contratado para las obras explica algunos puntos sobre la 

ejecución y problemas e indica que no puede hacerse el trabajo en bajocubierta 

si no se retira el aire acondicionado por la propietaria del 4º 5 derecha. 

Para estimar la pretensión de la parte actora dicho acuerdo ha de suponerle un 

grave perjuicio que no tiene obligación jurídica de soportarlo o haberse 

adoptado con abuso de derecho. 

Respecto al abuso de derecho señalan  nuestros Tribunales, así la  STS de 1 

de enero de 2023 recoge: “En lo referente a la doctrina del abuso del Derecho, 

conforme a la reciente doctrina jurisprudencial de esta Sala (SSTS 1 de febrero de 2006 

, RC 1820, 2000, 24 de octubre de 2011 , nº 787, 2011 ), se puede afirmar que se 

sustenta en la existencia de unos límites de orden moral, teleológico y social que pesan 

sobre el ejercicio de los derechos, y como institución de equidad, exige para poder ser 

apreciada, una actuación aparentemente correcta que, no obstante, representa en 

realidad una extralimitación a la que la ley no concede protección alguna, generando 

efectos negativos (los más corrientes daños y perjuicios), al resultar patente la 

circunstancia subjetiva de ausencia de finalidad seria y legítima, así como la objetiva 

de exceso en el ejercicio del derecho exigiendo su apreciación, una base fáctica que 

proclame las circunstancias”. 
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En este caso, la madre del actual demandante colocó en bajocubierta, 

elemento común, los conductos y máquina interior de su aire acondicionado, 

colocando la máquina exterior en patio. El resto de los vecinos tiene colocada 

la máquina exterior igualmente en el patio, el resto de conductos y máquinas en 

el interior de sus viviendas. Atendido este hecho y que lo que se solicita en el 

acuerdo es la retirada de los elementos que se encuentran en bajocubierta, 

pero no la máquina exterior, no puede considerarse que exista abuso de 

derecho. El arquitecto compareciente al acto del juicio ha expuesto las razones, 

justificación, el modo en que se va a proceder a ejecutar las obras aprobadas y 

que requieren la retirada del aire acondicionado, también ha explicado los 

problemas que generaría el no desocupar el elemento común por parte de la 

actora. No supone, el acuerdo, por tanto, abuso de derecho. 

En cuanto al perjuicio grave que no ha de soportar, de la prueba practicada no 

se deduce qué perjuicio grave puede suponer para la parte actora la retirada de 

los elementos, más allá de realizar obra en su vivienda para introducirlos dentro 

de ella (como ya tienen el resto de los vecinos). No ha quedado probado de la 

pericial que sea inviable la colocación de los elementos en su vivienda, pero es 

que, aunque así fuera, el precepto no sólo requiere que exista perjuicio grave, 

sino que, además, no se tenga la obligación jurídica de soportarlo. 

En este caso, no concurre este segundo requisito, no estando justificada la 

ocupación de bajocubierta como se analiza a continuación. 

Es por ello, por lo que procede desestimar la demanda en sus pretensiones. 

CUARTO-. Demanda reconvencional. Normativa, jurisprudencia aplicable 

y valoración de prueba. 

La primera pretensión de la Comunidad es que se declare que la demandada 

ha ocupado elemento común sin contar con la autorización de la Comunidad. 

A ello se opone la parte demandante, considerando que tiene autorización de la 

Comunidad, consintiendo ésta, además, la ocupación desde 2008 hasta 2022, 

fecha de la Junta impugnada en su demanda. 

No pueden admitirse las alegaciones de la parte demandada reconvencional 

respecto de que cuenta con la  autorización de la Comunidad como se recoge 

en el acta de marzo de 2017. La propia madre del actor, según recoge acta de 
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fecha de 22 de marzo de 2023 reconoce que no contaba con la autorización de 

la Comunidad. En dicho acta el arquitecto insiste en que la instalación del aire 

choca con el planteamiento para solucionar los problemas de tejados, yendo 

contra la normativa actual contra incendios. 

En el acta de marzo de 2017 lo que se recoge respecto al aire acondicionado: “ 

presidente dice que ya está solucionado, pues la máquina no emite calor como 

se creía”.

No queda acreditado de la prueba practicada que la instalación se encuentre 

desde el año 2008. Aunque así fuera, no concurren los presupuestos para 

considerar que existe un consentimiento tácito de la Comunidad actual que 

impida estimar la acción de la Comunidad.

Respecto al consentimiento tácito se recoge en la Respecto al consentimiento 

tácito, recoge la STS de 6 de marzo de 2013: “En esta línea cabe señalar la STS 

13 de septiembre de 2002 que confirma la demolición de una obra, parecida a la de 

autos, y donde saliendo al paso de criterios como el recogido por la sentencia apelada 

reconociendo que puede existir voluntad tácita de los propietarios cuando mediante 

actos inequívocos se llega a esa conclusión, ya que el transcurso pacífico de tan 

dilatado periodo de tiempo, sin formular reclamación alguna, debe producir el efecto 

de tener renunciado el derecho impugnatorio, lo excluye, sin embargo, cuando, como 

ocurría en ese caso, al igual que el que ahora resolvemos, la preceptiva autorización 

no fue nunca sometida a la Junta general de propietarios, por lo que no ha existido 

acuerdo ni expreso ni tácito sobre el referido tema y añade que tal solución no es 

contraria a las tres sentencias del Alto Tribunal antes citadas por no resultar 

aplicables a este caso…..Por su parte, la S TS de 10 de junio de 2002, revoca la 

sentencia de la Audiencia y ordena la demolición de la obra inconsentida realizada en 

espacios comunes por entender que e/ plazo de siete años transcurridos 

no es determinante de consentimiento tácito sobre el que vuelve a pronunciarse en los 

siguientes términos haciendo aplicación de la doctrina sentada en las STS 7 de octubre 

de 1986 y 11 de julio de 1994 indicando que para la existencia de un consentimiento de 

los demandantes a las repetidas obras" (concepto extensivo al uso no autorizado de 

elementos comunes) ha de tenerse en cuenta la doctrina de esta Sala manifestada en 

sentencia de 26 de mayo de 1986 en la que, con cita de otras varias, se afirma 

que es evidente que la reglamentación negocial de intereses puede 

exteriorizarse a través del comportamiento: existirá declaración de 
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voluntad tácita cuando el sujeto, aun sin exteriorizar de modo directo su querer 

mediante palabra escrita u oral, adopta una determinada conducta basada en los usos 

sociales y del tráfico, que ha de ser valorada como expresión de la voluntad interna; en 

definitiva se trata de los hechos concluyentes ("facta concludentia") y como tales 

inequívocos que sin ser medio directo del interno sentir lo da a conocer sin asomo de 

duda, de suerte, que el consentimiento puede ser tácito cuando del comportamiento de 

las partes resulta implícita su aquiescencia, no pudiendo, por otra parte, 

identificarse consentimiento y mero conocimiento, como sienta la sentencia de 7 de 

octubre de 1986 ... según la cual, el conocimiento, acto receptivo que es indispensable 

para poder actuar, pues no se puede reaccionar contra lo desconocido o ignorado, no 

equivale al consentimiento, acto valorativo de manifestación expresa o tácita de 

voluntad", por todo ello no puede estimarse que el conocimiento por los actores de la 

realización de las obras y su inactividad desde que las mismas se ejecutaron hasta la 

iniciación del litigio, suponga un consentimiento tácito a las mismas sanador de la falta 

del consentimiento unánime de los copropietarios exigido por el citadoartículo 11 de la 

Ley de Propiedad Horizontal...; en consecuencia decae el motivo.»"En 

cambio, es errónea la interpretación que acoge la sentencia recurrida de la sentencia 

dictada por este Tribunal, con fecha 28 de abril de 1992 ..., que se refiere a un supuesto 

en el que la Junta de Propietarios nunca adoptó un acuerdo de oposición a las obras 

realizadas durante la fase de construcción del edificio que venia consintiendo la 

comunidad. " La sentencia reseñada termina advirtiendo que debe ponderarse a la hora 

de apreciar la existencia del consentimiento tácito, "la importancia de no confundirlo 

con la inactividad, durante un cierto periodo de tiempo ya que, si se actuara 

conforme a una interpretación laxa se procedería por esta vía soterrada a acortar, sin 

fundamento razonable, e/ tiempo para el válido ejercicio de la acción, antes de que 

esta se extinga por prescripción", que para estas acciones dirigidas a obtener el 

reintegro del espacio ocupado, titularidad de la Comunidad, la STS de 11 de noviembre 

2002 fija por su carácter real y aplicación del art. 1959 y 1963 CCen 30 años.”

La SAP de Alicante de 8 de marzo de 2017 recoge la doctrina del TS en 

materia de consentimiento tácito por obras no autorizadas. 

“consentimiento aparezca suficientemente acreditado y concluyente, pero admitiendo la 

voluntad tácita de los copropietarios, cuando mediante actos inequívocos se llegue a 

esta conclusión, doctrina la expresada que se encuentra recogida, entre otras, en 
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las SSTS de 28 de abril de 1986 , 28 de abril y 16 de octubre de 1992 , y tiene su 

explicación en que, en razonamiento de la sentencia de 16 de octubre de 1992 , el 

transcurso pacífico de tan largo periodo de tiempo, (...), sin formular reclamación 

alguna, debe producir el efecto de tener por renunciado al derecho impugnatorio pues 

no otra cosa exige la seguridad de las relaciones contractuales, y del tráfico jurídico, la 

prohibición de ir contra los actos propios y las normas de la buena fe".Así mismo 

la STS de 16 de julio de 2009 al señalar que "el consentimiento puede ser tácito cuando 

del comportamiento de las partes resulta implícita su aquiescencia a una determinada 

situación, como precisan, entre otras, las Sentencias de esta Sala de fecha 23 de 

octubre y 5 de noviembre de 2008 . 

Se ha de estar, como dicen nuestros Tribunales, a las circunstancias 

concurrentes en cada caso. En el que nos ocupa, es posible que no existiera 

oposición a la instalación de los conductos y máquina en bajocubierta hasta 

2022, pero desde el momento en que se decide por la Comunidad la 

realización de unas obras para mejora y adaptación a normativa en materia 

energética y que las mismas pueden verse dificultadas o impedidas por esa 

ocupación de elemento común, la Comunidad puede mostrar su 

disconformidad a que continúe esta ocupación, como ocurre en este caso, y no 

puede considerarse la existencia de un consentimiento tácito ante esta nueva 

situación.

La Comunidad refiere que las obras son de mejora en la eficiencia energética y 

adecuar este espacio a la normativa de incendios CTE DB, y aunque defiende 

la parte demandada que no es necesario retirarlo, no lo cree así el Arquitecto 

demandado, debiendo estarse a lo concluido por él. 

Este nuevo hecho hace que sea igualmente, inaplicable la teoría de los actos 

propios, dado que es posible el cambio de parecer ante ese hecho nuevo, 

como lo es la realización de obras para adaptar a la normativa en materia de 

eficiencia energética. 

La AP de Madrid del año 2006 recoge: “A tal respecto debemos recordar que el Alto 

Tribunal ha declarado, en Sentencia de fecha 21 de mayo de 2.001 , que: " esa Sala 

tiene declarado que para la aplicación de la doctrina de los actos propios es preciso 

que los hechos tengan una significación y eficacia jurídica contraria a la acción 

ejercitada" (Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 6 de abril y 4 de julio de 

1.962); y como ha señalado la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 28 de enero de 
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2.000 , "el principio general de derecho que veda ir contra los propios actos ("nemo 

potest contra proprium actum venire"), como límite al ejercicio de un derecho subjetivo 

o de una facultad, cuyo apoyo legal se encuentra en el artículo 7.1 del Código Civil que

acoge la exigencia de la buena fe en el comportamiento jurídico, y con base en el que se 

impone un deber de coherencia en el tráfico sin que sea dable defraudar la confianza 

que fundadamente se crea en los demás, precisa para su aplicación la observancia de 

un comportamiento (hechos, actos) con conciencia de crear, definir, fijar, modificar, 

extinguir o esclarecer una determinada situación jurídica, para lo cual es insoslayable 

el carácter concluyente e indubitado, con plena significación inequívoca, del mismo, de 

tal modo que entre la conducta anterior y la pretensión actual exista una 

incompatibilidad o contradicción, en el sentido que, de buena fe, hubiera de atribuirse 

a la conducta anterior, y esta doctrina (recogida en numerosas Sentencias del Tribunal 

Supremo, como las de 27 de enero y 24 de junio de 1.996 , 19 de mayo y 23 julio de 

1.998, 30 de Enero , 3 de Febrero , 30 de marzo y 9 de julio de 1.999) no es de 

aplicación cuando la significación de los precedentes fácticos que se invocan tienen 

carácter ambiguo e inconcreto (Sentencias del Tribunal Supremo de fechas 23 de julio 

de 1.997 y de 9 de julio de 1.999), o carecen de la trascendencia que se pretende para 

producir el cambio jurídico".En este sentido, el Tribunal Supremo, en Sentencia de 

fecha 21 de diciembre de 2.001 , ha declarado que la construcción jurisprudencial 

respecto a los requisitos para que los actos propios vengan a ser vinculantes exige que 

los mismos, como expresión del consentimiento, se realicen con el fin de crear, 

modificar, obrar o extinguir algún derecho, causando estado 

y definiendo unilateralmente la situación jurídica del mismo y para que tengan 

naturaleza de sujeción han de ser concluyentes y definitivos -Sentencias del Tribunal 

Supremo de fechas 16 de febrero de 1.988, 25 de enero de 1.989, 6 de noviembre de 

1.990, 11 de marzo de 1.991, 14 de mayo de 1.991 y de 17 de noviembre de 1991 -. 

Viene a ser del todo necesario que el acto se presente como solemne, preciso, claro, 

determinante y perfectamente delimitado, no ambiguo ni inconcreto -Sentencias del 

Tribunal Supremo de fechas 22 de septiembre y 10 de octubre de 1.988 y de 4 de junio 

de 1.992 .Pues bien el citado motivo impugnatorio debe ser necesariamente 

desestimado pues la teoría de los actos propios conforme a la doctrina jurisprudencial 

expuesta tiene su origen en la exigencia de buena fe del art 7 del CC y en no 

defraudarla confianza y coherencia en el trafico jurídico, por lo que difícilmente puede 

ser aplicada a las partes cuando la propia actora hoy apelante , que es quien ejercita la 
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acción resolutoria con fundamento en un contrato que hoy considera de industria sujeto 

al Código Civil, y por ende sujeto al libre plazo contractual pactado por las partes, 

cuando como se ha expuesto en anterior procedimiento de cognición instado por el 

padre de la hoy actora se mantenía la naturaleza de contrato de arrendamiento de local 

de negocios. Todo lo expuesto nos conduce a una integra desestimación del recurso de 

apelación.”

Respecto a la valoración de la prueba pericial, recoge, entre otras la AP de 

Madrid en su sentencia de fecha de 25 de febrero de 2020: “Debiendo tenerse 

presente, en este punto, que, como establece el  artículo 348   de la  Ley de 

Enjuiciamiento Civil  (RCL 2000, 34, 962 y RCL 2001, 1892) , la prueba pericial se ha 

de apreciar y valorar, por parte del tribunal, según las reglas de la sana crítica, 

entendiendo por tales reglas -como se infiere de la Sentencia de la Sala Primera del 

Tribunal Supremo de 14 de octubre de 2000- las más elementales directrices de la 

lógica humana. Y, como consecuencia de ello, los tribunales no están obligados a 

someterse a la prueba pericial y de concurrir varias pueden optar por la que se les 

presente como mas objetiva y ajustada a la realidad del pleito e incluso atender en 

parte a las diversas pericias concurrentes en aquello que estimen de interés y en 

relación a las demás pruebas, pues, como precisó la Sentencia de la Sala Primera del 

Tribunal Supremo de 12 de diciembre de 2005, "en el supuesto de informes periciales 

contradictorios esta Sala de Casación Civil ha declarado que los juzgadores de 

instancia pueden decidirse por el dictamen que estimen más conveniente y objetivo para 

resolver la contienda procesal ( Sentencias de 11 de mayo de 1981 y 5 de octubre de 

1998)" y que "la prueba pericial mas apropiada es aquella que se presenta mejor 

fundamentada y aporta mayores razones de ciencia y objetividad, y que, a su vez, tiene 

en cuenta todas aquellas circunstancias que pudieran servir para emitir dictamen 

neutral”.

En este caso, atendidas las exposiciones de los peritos comparecientes al acto 

del juicio, como ya se ha adelantado se está a lo argumentado por el propuesto 

por la parte demandada en cuanto a la necesidad de retirar los conductos y 

máquinas que ocupan el elemento común de la bajocubierta para realizar las 

obras aprobadas por la Comunidad. 
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El perito de la parte demandada ha expuesto en el acto del juicio los problemas 

que se crearían de continuar ocupándose el espacio común y no poder finalizar 

las obras aprobadas y conectadas, y afirmando que lo que realizó la propietaria 

de la vivienda demandante fue utilizar la bajocubierta como si fuera un falso 

techo, pudiendo introducir los conductos y máquina en su vivienda, como el 

resto de los vecinos. 

QUINTO-. Decisión. 

Todo lo expuesto lleva a estimar la demanda reconvencional, no olvidando la 

validez y eficacia de los acuerdos aprobados en Junta de Comunidad de 

Propietarios. Y el plazo de prescripción de la acción ejercitada en la demanda 

reconvencional de 30 años, según la reciente sentencia aludida por el letrado 

de la parte demandada en su informe final. 

Reiterada jurispruencia, así la recogida en la STS 353/11, de 18 de julio dice: 

"Por tanto, aquellos acuerdos no impugnados por los propietarios, gozan de plena 

validez y eficacia, y afectan y obligan a aquellos (las SSTS de fechas 19 de noviembre 

de 1996 , 28 de febrero de 2005 , 19 de octubre de 2005 , 30 de diciembre de 2005 y 7 

de junio de 2006 )". 

Las obras de rehabilitación a realizar para reponer la bajocubierta en su estado 

originario se recogen en el informe pericial de la parte demandada y son las 

siguientes. 

SEXTO-. Costas. 
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Dado el sentir de la presente resolución, de conformidad con lo establecido en 

el art. 394 de la LEC,  procede imponer las costas a la parte demandante, tanto 

las de la demanda principal al ver desestimadas sus pretensiones 

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación,

FALLO

Se desestima la demanda interpuesta por procurador/a  en 

nombre y representación de  frente a la Comunidad 

de Propietarios de Madrid, representada por procurador/a 

Mª Asunción Sánchez González y asistida de letrado/a Luis Miguel 

Fernández Jiménez, y, en consecuencia, se absuelve a la parte demandada 

de todas las pretensiones deducidas en su contra en la demanda. Con 

condena en costas a la parte demandante. 

Se estima la demanda reconvencional interpuesta por procurador/a Mª 

Asunción Sánchez González en nombre y representación de la Comunidad de 

Propietarios                                           de Madrid frente a                               , y, 

en consecuencia, se declara que la demandada ha modificado,  invadido  y  

ocupado parte del  elemento  común  del  espacio bajo  cubierta  del  

edificio sito  en  el                                      de Madrid, mediante  la instalación  de  

un entramado de conductos y una máquina para dar servicio particular de 

aire  acondicionado a  su  vivienda, todo  ello   sin contar  con  la 

autorización de la Comunidad de Propietarios. En consecuencia, por tal título, 

se condena a la demandada a que, a su costa y cargo y en el plazo de un 

mes proceda  a  reponer  a  su  estado  original  el espacio bajocubierta  

del  edificio (atendidas las obras a realizar expuestas en el fundamento 

jurídico quinto de esta resolución),  con  la  expresa  advertencia de  que 

transcurrido el plazo sin haberlo verificado oportunamente se mandará 

ejecutar a un tercero a su cargo y costa. Con expresa condena en costas a 

la parte demandada. 

Notifíquese la presente resolución a las partes, 



Sección Civil del Tribunal de Instancia de Madrid. Plaza nº 89 - Procedimiento Ordinario 14 de 14

Contra la presente resolución cabe interponer recurso de APELACIÓN en el 

plazo de VEINTE DIAS, ante este Juzgado para ante la Ilma.  Audiencia 

Provincial de Madrid, para su resolución (artículos 458 y siguientes de la 

L.E.Civil), previa  constitución de un depósito de 50 euros, en la cuenta 4085-

0000-04-1642-23 de este Órgano.

Si las cantidades van a ser ingresadas por transferencia bancaria, deberá 

ingresarlas en la cuenta número IBAN ES55 0049 3569 9200 0500 1274, 

indicando en el campo beneficiario Sección Civil del Tribunal de Instancia de 

Madrid. Plaza nº 89, y en el campo observaciones o concepto se consignarán 

los siguientes dígitos 4085-0000-04-1642-23

Así por esta sentencia lo pronuncio, mando y firmo.

El/la Juez/Magistrado/a Juez

PUBLICACIÓN: Firmada la anterior resolución es entregada en esta Secretaría 
para su notificación, dándose publicidad en legal forma, y se expide certificación literal 
de la misma para su unión a autos. Doy fe.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada 
sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos 
contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un 
especial deber de tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines 
contrarios a las leyes.




